
AMPARO DIRECTO 25/2025.

PERSONA QUEJOSA:  ***** ** 
*** ******* ****** 
*******.

MAGISTRADO PONENTE:
MIGUEL ÁNGEL BETANCOURT VÁZQUEZ. 

SECRETARIA:
LEONOR GONZÁLEZ HERNÁNDEZ.

Mazatlán, Sinaloa, acuerdo del Primer Tribunal 

Colegiado en Materia Administrativa del Décimo Segundo 

Circuito, correspondiente a la sesión virtual de diez de 
septiembre de dos mil veintiséis.

V I S T O S, para resolver, los autos del juicio de 

amparo directo administrativo 25/2025.

 

                  R E S U L T A N D O:

PRIMERO. Demanda de amparo directo. Mediante 

escrito depositado el diez de octubre de dos mil 

veinticuatro, en las oficinas del Servicio Postal Mexicano en 

Los Mochis, Sinaloa (foja 20 del cuaderno de amparo 

directo en que se resuelve) ***** ** *** ******* ****** 

*******, por su propio derecho, solicitó el amparo y la 

protección de la Justicia Federal contra el acto y por la 

autoridad siguientes:
“AUTORIDAD RESPONSABLE
Magistrado instructor de la Segunda Sala Regional del 
Noroeste III del Tribunal Federal de Justicia Administrativa, en 
autos del expediente de (sic) juicio de nulidad 2272/24-03-01-5.
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ACTO RECLAMADO. 
La sentencia definitiva de 30 de agosto, recaída al 
expediente de nulidad 2272/24-03-01-5, específicamente por 
haber realizado un estudio deficiente los conceptos de 
nulidad vertidos en mi escrito inicial de demanda, ampliación 
y alegatos, en donde demuestro que las sanciones 
controvertidas en el juicio de nulidad se encuentran 
indebidamente fundadas y motivadas”. (Foja 3 ídem).

SEGUNDO. Admisión y trámite de la demanda de 
amparo directo. Por auto de presidencia de siete de 
febrero de dos mil veinticinco, este tribunal colegiado, al 

que por razón de turno correspondió el conocimiento del 

asunto, formó el expediente 25/2025, admitió a trámite la 

demanda y dio la intervención que corresponde a la agente 

del Ministerio Público de la Federación adscrita. (Fojas 21 

a 24 ídem). 

Por acuerdo de veinticuatro de noviembre de dos 
mil veinticinco, se turnó el asunto al magistrado Miguel 
Ángel Betancourt Vázquez, para los efectos a que se 

refiere el artículo 183 de la Ley de Amparo.

              C O N S I D E R A N D O:

PRIMERO. Competencia. Este Primer Tribunal 

Colegiado en Materia Administrativa del Décimo Segundo 

Circuito es competente para conocer del presente juicio de 

derechos fundamentales, de conformidad con lo dispuesto 

por los artículos 103, fracción I y 107, fracciones III, inciso 

a) y V, inciso b), de la Constitución Federal; 33, fracción II, 

34 y 170 de la Ley de Amparo en vigor; 35, fracción I, inciso 

b), 36, 210, 211 y primero, segundo y décimo noveno 

transitorio de la Ley Orgánica del Poder Judicial de La 

Federación Vigente, en relación con los puntos primero, 
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segundo y tercero, todos en su fracción XII, del Acuerdo 

General 3/2013, del Pleno del extinto Consejo de la 

Judicatura Federal, relativo a la determinación del número y 

límites territoriales de los circuitos en que se divide la 

República Mexicana; y al número, a la jurisdicción territorial 

y especialización por materia de los tribunales colegiados 

de circuito, tribunales colegiados de apelación y de los 

juzgados de distrito, aprobado en sesión de veintitrés de 

enero de dos mil trece y publicado en el Diario Oficial de la 

Federación en fecha quince de febrero del mismo año, 

modificado por el Acuerdo General 19/2014, del citado 

Pleno, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 

quince de agosto de dos mil catorce.

Lo anterior porque el amparo directo se promovió 

contra la resolución de treinta de agosto de dos mil 

veinticuatro, dictada por el magistrado adscrito a la 

segunda ponencia de la entonces Primera Sala Regional 

del Noroeste III del Tribunal Federal de Justicia 

Administrativa, con residencia en Culiacán, Sinaloa, lugar 

en donde este tribunal colegiado ejerce jurisdicción.

SEGUNDO. Existencia del acto reclamado. La 

existencia del acto reclamado quedó plenamente 

acreditada con el informe justificado rendido por la 

autoridad responsable, al que acompañó el expediente 

2272/24-03-01-5, así como la carpeta de suspensión 

glosada al mismo, donde aparece, entre otras constancias, 

la resolución reclamada, cuyo valor probatorio es pleno, de 

conformidad con lo previsto en los numerales 313, 344 y 
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3501 del Código Nacional de Procedimientos Civiles y 

Familiares, de aplicación supletoria a la Ley de Amparo, por 

así disponerlo el numeral 22.

TERCERO. Presupuestos procesales del juicio de 
amparo. Requisitos sin los cuales no puede iniciarse ni 

tramitarse válidamente el juicio de amparo directo; por 

tanto, deben ser analizados –incluso– de manera oficiosa. 

En el caso, se encuentran satisfechos, como enseguida se 

expone:

a) Legitimación.   ***** ** *** ******* ****** 
*******, está legitimada para promover la demanda de 

amparo, en términos del artículo 5°, fracción I, de la ley de 

la materia; lo anterior, porque tuvo el carácter de parte 
actora en el juicio de origen.

b) Tercera interesada. Conforme al numeral 5, 

fracción III, inciso b), de la Ley de Amparo, corresponde al 

director de Recaudación dependiente del Servicio de 
Administración Tributaria del Estado de Sinaloa, como 

como al jefe de Servicio de Administración Tributaria, el 

carácter de parte tercera interesada, por ser la contraparte 

1 “Artículo 313. Los documentos públicos expedidos por Autoridades Federales, Locales, 
Municipales, Alcaldías o cualquier semejante, firmados en forma autógrafa o con la firma 
electrónica avanzada harán fe en las autoridades jurisdiccionales ante las que se 
presenten, sin necesidad de legalización.
Artículo 344. Los documentos públicos siempre harán prueba plena, salvo el caso de 
objeción declarada procedente o probado el incidente de impugnación. Las actuaciones e 
inspección judiciales que no requiera conocimientos especiales o científicos hacen 
prueba plena.
Artículo 350. Cuando la ley requiera que un documento sea conservado y presentado en 
su forma original, ese requisito quedará satisfecho si se acredita que la información 
generada, comunicada, recibida o archivada por medios electrónicos, ópticos, digitales, 
cuánticos o de cualquier otra tecnología, se ha mantenido íntegra e inalterada a partir del 
momento en que se generó por primera vez en su forma definitiva y ésta pueda ser 
accesible para su ulterior consulta. La información, documentos electrónicos o mensajes 
de datos contenidos o almacenados en una cadena de bloques pública hacen prueba 
plena, siempre que no existan circunstancias fehacientes de que los registros vinculados 
en la cadena de bloques han sido vulnerados o manipulados sin autorización, o no son 
confiables.
2 Reformado el 13 de marzo del 2025
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de la impetrante en el juicio de nulidad fuente del acto 

reclamado y, fueron notificados del juicio de amparo directo 

promovido por la ahora quejosa, por la autoridad 

responsable, por correo electrónico, el dieciocho de octubre 

de dos mil veinticuatro; asimismo, se hizo de su 

conocimiento la admisión de la demanda de amparo por 

parte de este tribunal colegiado, a través de los oficios 

1186/2025 y 1187/2025 de siete de febrero de dos mil 

veinticinco, recibidos por las citadas autoridades el trece 

inmediato siguiente.

c) Oportunidad. En términos de los artículos 17 y 18 

de la Ley de Amparo, la demanda de derechos 

fundamentales se deberá presentar dentro del término de 

quince días siguientes al en que surta sus efectos la 

notificación de la resolución reclamada conforme a la ley 

del acto. 

La resolución reclamada se notificó a la parte quejosa 

el once de septiembre de dos mil veinticuatro, por 

boletín jurisdiccional (foja 110 del juicio de nulidad).

Esa notificación surtió sus efectos al tercer día hábil 

siguiente, es decir, el diecisiete de esos mismos mes y 
año, (catorce y quince del mes de referencia, fueron 
sábado y domingo y 16 inhábil de conformidad con el 
artículo 19 de la Ley de Amparo), conforme al numeral 65 

de la Ley Federal del Procedimiento Contencioso 

Administrativo.

De ahí que, el término de quince días a que alude el 

artículo 17 de la Ley de Amparo para la promoción del juicio 

de derechos fundamentales transcurrió del dieciocho de 
septiembre al diez de octubre de dos mil veinticuatro, 

K
A

R
L

A
 A

ID
E

 N
O

R
IE

G
A

 E
C

H
A

G
A

R
A

Y
706a6620636a663300000000000000000000ae05
01-12-28 12:16:53

P
JF

-V
er

si
ón

P
úb

lic
a



                 AMPARO DIRECTO 25/2025

                                                                                    6

descontándose de ese lapso los días veintiuno, veintidós, 

veintiocho y veintinueve de septiembre de dos mil 

veinticuatro, así como cinco y seis de octubre del referido 

año, por ser sábados y domingos, de conformidad con el 

artículo 19 de la Ley de Amparo; así como el trece de 

septiembre y uno de octubre del año referido, inhábiles de 

conformidad con los acuerdos SS/1/2024 y SRIII/2/2024, 

emitidos por el Pleno General de la Sala Superior y el 

coordinador de las entonces Salas Regionales del Noroeste 

III, ambas del Tribunal Federal de Justicia Administrativa.

Por lo tanto, si la demanda fue depositada el diez de 
octubre de dos mil veinticuatro, en las oficinas del 

Servicio Postal Mexicano en Los Mochis, Sinaloa, el juicio 

de amparo directo se promovió dentro del término legal 

previsto en el dispositivo legal antes citado.

d) Procedencia. El juicio de amparo promovido es 
procedente, de conformidad con los artículos 107, fracción 

III, inciso a), de la Constitución Federal, y 170, fracción I, de 

la ley de la materia, porque se promovió contra una 

sentencia definitiva dictada por el magistrado adscrito a la 

Segunda Ponencia de la entonces Primera Sala Regional 

del Noroeste III del Tribunal Federal de Justicia 

Administrativa, con sede en Culiacán, Sinaloa, que no 

admite ningún recurso ordinario o medio de defensa legal 

por el que pueda ser modificada o revocada. 

Sin que sea óbice, que la sentencia reclamada en el 

juicio de amparo no tenga el carácter de resolución 

desfavorable en términos de la fracción II del artículo 170 

de la ley de la materia (puesto que en dicho fallo se 
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determinó declarar –parcialmente- la nulidad de algunas 

resoluciones impugnadas); empero, la parte quejosa aduce 

que dicho fallo desatendió el principio de mayor 
beneficio, al haberse decretado el sobreseimiento respecto 

de diversas determinaciones también impugnadas.

De ahí que, si con la promoción del juicio de amparo  

la persona quejosa pretende conseguir más de lo ya 

obtenido con la sentencia reclamada, desde luego que 

tiene interés jurídico para deducir la acción constitucional y 

ésta es procedente, dado que la regla contenida en el 

artículo 170, fracción II, de la Ley de Amparo, debe 

entenderse referida a aquellas resoluciones absolutamente 

favorables al particular; entendidas como aquellas que 

resuelven de manera absoluta la pretensión del actor y le 

otorguen el máximo beneficio sin posibilidad de una 

afectación posterior. 

Apoya lo anterior, la tesis 2a./J. 121/2015 (10a.)3, 

emitida por la extinta Segunda Sala de la Suprema Corte 

de Justicia de la Nación, cuyos rubro y texto dicen:

"RESOLUCIÓN FAVORABLE. SU CONCEPTO CONFORME 
AL ARTÍCULO 170, FRACCIÓN II, DE LA LEY DE AMPARO. 
El concepto de "resolución favorable", en la lógica del artículo 
170, fracción II, de la Ley de Amparo, supone el dictado de 
una sentencia que resuelva de manera absoluta la pretensión 
de la parte actora y que le otorgue el máximo beneficio sin 
posibilidad de una afectación posterior, con independencia del 
tipo de nulidad declarada; es, en otras palabras, aquella 
sentencia que implica que el acto impugnado sea irrepetible al 
proscribir toda circunstancia que provoque que la autoridad 
pueda emitir un nuevo acto en el mismo sentido que el 
declarado nulo, en tanto que el vicio que dio lugar a tal 
declaratoria no puede ser subsanado”.

3 Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Libro 21, Agosto de 2015, Tomo I, página 505.
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CUARTO. Innecesaria transcripción. Por 

cuestiones prácticas y en aras de administrar justicia 

pronta y expedita, en términos del artículo 17 de la 

Constitución Federal, no se transcribirán las 

consideraciones de la sentencia reclamada ni los 

conceptos de violación, al no existir disposición en la Ley 

de Amparo que así lo exija y, por así permitirlo el criterio 

sostenido por la extinta Segunda Sala de la Suprema Corte 

de Justicia de la Nación, en su jurisprudencia 58/2010, 

publicada en la página 830, Tomo XXXI, mayo de dos mil 

diez, del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 

Novena Época, de rubro: “CONCEPTOS DE VIOLACIÓN 
O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS 
DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS 
SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU 
TRANSCRIPCIÓN”.

QUINTO. Antecedentes. Para contextualizar el 

estudio de los conceptos de violación propuestos por la 

persona quejosa, es necesario traer a colación algunos de 

los antecedentes más importantes que se extraen de las 

constancias de autos, que son del orden siguiente:

1. Por escrito recibido en la Oficialía de Partes de las 

entonces Salas Regionales del Noroeste III del referido 

tribunal, el siete de mayo de dos mil veinticuatro, ***** ** 

*** ******* ****** *******, por propio derecho, 

demandó la nulidad de las resoluciones  siguientes: 

a. El requerimiento de pago y embargo emitido el 
veinticinco de agosto dos mil veintitrés, con número de 

control ***************, por la directora de Recaudación 
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dependiente del Servicio de Administración Tributaria del 

Estado de Sinaloa, tendiente a hacer efectivos los créditos 

fiscales números  ******* ******* ******* ******* 

****** * ****** , por la cantidad total de $********* 

(******* * **** *** ********** ******** * **** *** ***** 

******* * ****** ********  moneda nacional) así como la 

respectiva acta de requerimiento de pago y embargo 

diligenciada el veintiséis de febrero de dos mil veinticuatro, 

diligenciado por personal adscrito a dicho servicio.

b. En términos del artículo 16, fracción II, de la Ley 

Federal del Procedimiento Contencioso Administrativo, 

demandó la nulidad de los créditos fiscales  ****** * 

******* ******* ******* ****** y ******, cuya emisión 

atribuyó a la Dirección de Recaudación del Servicio de 

Administración Tributaria del Estado de Sinaloa.

2. El ocho de mayo de dos mil veinticuatro, se admitió 

a trámite la demanda de nulidad.

3. Mediante oficio ***************** de diez de junio 

de dos mil veinticuatro, la administradora Desconcentrada 

de la Administración Desconcentrada Jurídica de Sinaloa 

“1” con sede en Culiacán, Sinaloa, de la Administración 

Jurídica, del Servicio de Administración Tributaria, órgano 

administrativo desconcentrado de la Secretaría de 

Hacienda y Crédito Público, en representación del titular del 

ramo, del jefe del Servicio de Administración Tributaria y de 

la autoridad demandada, dio contestación a la demanda 
de nulidad; y, ofreció entre otras pruebas, las 

documentales siguientes:
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a. Oficio (***** **************** de fecha seis 

de junio de dos mil veinticuatro)4, a través del cual la 

Dirección de Recaudación del Servicio de Administración 

Tributaria del Estado de Sinaloa, informó al director jurídico 

de esa dependencia, que dejó sin efecto las multas 

determinantes números ******* ******* ******* ****** , 

así como los requerimientos de obligaciones con números 

******* ******* ****** * ******, relativas a los periodos 

01/2021, 02/2021, 03/2021 y 09/2021, a nombre de ***** 

** *** ******* ****** *******; y reiteró que, las multas 

163208 y 169552 y sus requerimientos fueron dejados sin 

efectos. Resoluciones determinantes que constituyen los 

actos impugnados en el juicio de nulidad.

b. Oficio con número  de control  ************

*********  de fecha trece de mayo de dos mil veinticuatro, 

mediante el cual la Dirección de Recaudación del Servicio 

de Administración Tributaria del Estado de Sinaloa, dejó sin 

efecto las multas  ****** * ****** , así como sus 

respectivos requerimientos de obligaciones con números de 

folio ****** * ******.

4. Seguido el juicio en todas sus etapas, con fecha 

treinta de agosto de dos mil veinticuatro,  la sala 

regional dictó sentencia en la que resolvió:

“I. Se actualiza una causal de improcedencia, por lo que, se 
sobresee en el presente juicio únicamente por lo que hace a 
las resoluciones determinantes de los créditos fiscales ******* 
******* ****** * ****** , por los motivos y fundamentos 
precisados en el inciso B), del considerando que antecede de 
esta sentencia.

4 Foja 73 del juicio de nulidad.
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II. La parte actora acreditó parcialmente los extremos de su 
acción, en consecuencia;

III. Se declara la nulidad de las resoluciones determinantes de 
los créditos fiscales  ****** * ****** , así como del 
requerimiento de pago y embargo con número de control 
***************, y el acta de requerimiento de pago y 
embargo diligenciada el 12 de abril de 2024, descritas en el 
resultando 1º del presente fallo, por las consideraciones que 
quedaron expuestas en el inciso A), del considerando que 
antecede y la parte final del mismo.

IV. NOTIFIQUESE.”

Siendo esta sentencia la que constituye el acto 

reclamado, en específico, lo relativo al apartado 

considerativo tercero, inciso B), en relación con el punto 

resolutivo primero del mencionado fallo.

SEXTO. Estudio. Son esencialmente fundados los 

conceptos de violación esgrimidos por la parte quejosa.

Previo al estudio de las manifestaciones que en vía de 

conceptos de violación hace valer la persona quejosa, este 

tribunal colegiado estima necesario precisar que el análisis 

de la demanda de amparo, se constriñe únicamente a 

aquellos argumentos que, atendiendo a la causa de pedir, 
constituyen auténticos conceptos de violación, es decir, 

razonamientos jurídicos encaminados a evidenciar la 

ilegalidad de la sentencia reclamada.

Lo anterior, en virtud de que del examen del escrito de 

demanda se advierte que una porción considerable de las 

manifestaciones vertidas por la persona quejosa no 

constituye en sí misma un planteamiento concreto de 

reclamo, sino que se integra por la reproducción literal o 

sustancial de diversos criterios jurisprudenciales, tesis y 
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disposiciones legales, las cuales, si bien pueden servir 

como marco de referencia o sustento teórico, no implican 
por sí mismas un argumento encaminado a demostrar la 

transgresión específica de derechos en el caso concreto. 

Por tanto, tales manifestaciones, no pueden ser 

consideradas como conceptos de violación autónomos, al 

carecer de la expresión de una causa de pedir concreta 

dirigida a evidenciar, de manera puntual, el vicio que se 

atribuye al fallo impugnado, sino que constituyen 

únicamente elementos de apoyo o ilustración del 

argumento. 

En ese sentido, depurado el contenido de dichos 

elementos meramente expositivos, este tribunal colegiado 

advierte que la verdadera causa de pedir de la parte 

quejosa se centra en sostener, esencialmente:

• Que promovió el juicio de nulidad contra las 

resoluciones identificadas con los números  ******* 

******* ******* *******  ******* * ******, emitidas por 

la Dirección de Recaudación del Servicio de Administración 

Tributaria del Estado de Sinaloa, las cuales dieron origen al 

requerimiento de pago y embargo ***************.

• Que presentó la demanda bajo el supuesto del 

artículo 16, fracción II, de la Ley Federal de Procedimiento 

Contencioso Administrativo, dado que se alegó que dichas 

resoluciones no habían sido notificadas o que lo habían 

sido ilegalmente, por lo que correspondía a la autoridad 

acompañar las resoluciones administrativas y sus 
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constancias de notificación al contestar la demanda, para 

que la actora pudiera combatirlas mediante ampliación. 

• Aduce que, al contestar la demanda, la autoridad 

demandada exhibió el oficio *********************, de 

treinta y uno de mayo de dos mil veinticuatro, en el que 

manifestó haber dejado sin efectos las multas ****** * 
******; sin embargo, a decir de la promovente, fue omisa 

en exhibir los oficios determinantes, sus actas de 

notificación y los antecedentes correspondientes. Por tal 

motivo, señala que el magistrado instructor declaró la 

nulidad lisa y llana de esas multas, al estimar que la 

autoridad no asumió la carga probatoria, criterio con el cual 

la quejosa manifiesta estar de acuerdo. 

• Que su inconformidad central radica en que, el 

magistrado instructor vulneró el debido proceso y el 

principio de mayor beneficio, porque tuvo la posibilidad de 

sobreseer en el juicio respecto de diversas multas al 

existir en autos constancia de que la autoridad demandada 

las había dejado sin efectos. 

• Sostiene que en el expediente obraba el oficio 

mediante el cual la autoridad había dejado sin efectos las 
multas  ******* ******* ****** * ******, pero que el 

magistrado instructor, en lugar de atender esa 

circunstancia, procedió al análisis de la legalidad de las 

actas de notificación. 

• Aclara que no se opone al análisis de la 

legalidad de los actos de autoridad; sin embargo, 
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considera que la responsable desconoció la forma en que 

se había planteado la litis; porque, cuando manifestó 

desacuerdo con el sobreseimiento solicitado por la 

autoridad, ello obedeció únicamente a que la autoridad 
no había cumplido con la carga probatoria respecto de 
las multas ****** * ******, extremo que llevó a la propia 

sala a declarar la nulidad lisa y llana de éstas. 

• Respecto de las demás multas, señala que en la 

ampliación de demanda se hizo valer que la autoridad fue 

omisa en exhibir el oficio por el cual las dejó sin efectos, 

aunque posteriormente, al contestar la ampliación, 

acompañó dicho oficio; sin embargo, una vez que la 

autoridad contestó la ampliación de demanda, la 

promovente formuló alegatos en los que sostuvo que, si la 
autoridad no había aportado debidamente el oficio por 
el cual revocó o dejó sin efectos los actos impugnados, 
debía reponerse el procedimiento, en caso de que el 

magistrado instructor estimara que no se satisfacían las 

pretensiones de la demandante.

• Afirma que el magistrado instructor responsable 

violó el debido proceso porque omitió requerir a la 

autoridad el oficio correspondiente, a pesar de que ello 

resultaba necesario para resolver adecuadamente la 

controversia. 

• Expone que la autoridad, con posterioridad a la 

contestación de demanda, presentó manifestaciones y 

aportó el oficio en el que dijo haber dejado sin efectos las 

resoluciones impugnadas; sin embargo, el magistrado 

instructor responsable acordó no admitir dichas probanzas 
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al estimar precluido su derecho para ofrecerlas, al haber 

estado en aptitud de hacerlo desde la contestación de 

demanda. Pese a ello, la persona quejosa sostiene que el 

magistrado instructor debió considerar esas pruebas al 

dictar sentencia, porque de ellas se desprendía que la 

autoridad había dejado sin efectos las resoluciones 

controvertidas.

• Cita el oficio  *********************, de 

dieciocho de septiembre de dos mil veinticuatro –cuya 

imagen inserta en su escrito de demanda- y del cual 

señala, se desprende que la autoridad informó que, en 

cumplimiento a la sentencia de treinta de agosto de dos 
mil veinticuatro dictada en el juicio de nulidad 2272/24-03-
01-5, se dejaron sin efecto los créditos fiscales 
identificados con los folios  ******* ******* ******* 

******* ****** * ******, que motivaron el procedimiento 

y originaron el requerimiento de pago y embargo ******

*********; además, que no existía adeudo pendiente de 

cobro por tales determinantes que pudiera ser exigible en lo 

futuro –oficio que no obra en autos del juicio de nulidad-.

• Reprocha que, de manera incongruente y 

carente de exhaustividad, el magistrado instructor sostuvo 

que, al haberse advertido una violación que afectaba la 

legalidad de la resolución impugnada, se abstendría de 

analizar los demás agravios, porque cualquiera que fuera 

su resultado no variaría el sentido del fallo.

• Que la determinación reclamada evidencia que 

la responsable no estudió adecuadamente las probanzas 
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aportadas ni verificó si el oficio por el cual la autoridad dejó 

sin efectos las resoluciones impugnadas satisfacía o no las 

pretensiones de la actora, ni si la revocación obedecía a 

vicios formales, procedimentales o de fondo. 

• Que en relación con el principio non reformatio in 

peius, el cual identifica como la prohibición de modificar la 

resolución recurrida en perjuicio de quien la impugna. 

Explica que, aunque dicho principio ha sido 

tradicionalmente vinculado con la materia penal, también 

rige en otras materias, incluida la administrativa, y tiene 

como finalidad impedir que el recurrente quede en riesgo 

de perder la parte de su pretensión ya obtenida en la 

instancia anterior. En el caso, sostiene que la revocación de 

los actos por la autoridad demandada constituía un 

beneficio adquirido que no podía ser desconocido por la 

sentencia reclamada. 

• Considera que, una vez que la autoridad dejó sin 

efectos las multas impugnadas, la resolución jurisdiccional 

no podía colocarla en una situación menos favorable 
que la ya alcanzada. Por ello, sostiene que, si el 

magistrado instructor advertía alguna violación de oficio, 

podía declarar la nulidad; pero no desconocer el beneficio 

consistente en que las multas ya habían sido revocadas. En 

su opinión, la responsable agravó indebidamente su 

situación jurídica al emitir una sentencia que desconoció la 

ventaja procesal y material previamente obtenida.

• Afirma que la responsable sostuvo que no se 

satisfacían las necesidades del accionante, pero fue omisa 

en analizar el oficio mediante el cual la propia autoridad 
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emisora dejó sin efectos las resoluciones impugnadas. A su 

parecer, el magistrado instructor perdió de vista la litis y el 

desarrollo procesal del juicio, porque no sobreseyó en el 
asunto aun cuando las resoluciones habían sido 
dejadas sin efectos por la autoridad demandada. 

• Además, sostiene que, al no haberse 
formulado conceptos de impugnación contra las 
multas, sino únicamente contra la causal de 
sobreseimiento, el magistrado instructor indebidamente 
tuvo por consentidos los actos, bajo el argumento de 

que no se combatieron las constancias de notificación 

aportadas por la autoridad.

• Insiste en que, si la autoridad demandada dejó 

sin efectos la resolución impugnada, y al ampliar la 

demanda argumentó que procedía declarar la nulidad lisa y 

llana para otorgar mayor certeza y seguridad jurídica, pero 

el magistrado instructor no debió emitir una sentencia que, 

lejos de producir un efecto similar al de la revocación, 

mejorara o rehabilitara indebidamente un acto que ya se 

encontraba anulado por la propia autoridad. En ese sentido, 

estima incongruente que la responsable sobreseyera en el 

juicio bajo la consideración de que se trataba de actos 

consentidos, pese a que la autoridad había reconocido que 

los actos habían sido dejados sin efectos.

• Sostiene que el magistrado responsable emitió la 

sentencia en contravención de los principios de mayor 

beneficio y justicia completa, puesto que las causales de 

nulidad comprenden tanto aspectos de fondo como de 
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forma. A su juicio, conforme al artículo 17 constitucional y al 

artículo 50 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso 

Administrativo, la sala debía identificar todos los 

argumentos en que descansaba la pretensión anulatoria, 

especialmente aquellos encaminados a obtener la 

insubsistencia total del acto impugnado, y ponderarlos para 

determinar cuál otorgaba a la actora el mayor beneficio 

posible.

• Afirma que, si mediante la contestación de 

demanda se planteó el sobreseimiento por revocación del 

acto impugnado, o si se advertía alguna irregularidad, el 

magistrado instructor debió optar por declarar el 
sobreseimiento por haber quedado sin materia el juicio, 
o bien, atendiendo al mayor beneficio, declarar la 
nulidad lisa y llana; sin embargo, sostiene que el juzgador 

realizó un análisis equivocado de la litis, porque decretó el 

sobreseimiento al estimar consentidos actos respecto de 

los cuales la autoridad ya había manifestado haberlos 

dejado sin efectos, e incluso reconoció la validez de un 

requerimiento de pago y embargo que igualmente se 

encontraba sin efectos.

• Concluye que la sentencia reclamada violenta el 

artículo 50 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso 

Administrativo y el artículo 17 constitucional, por ser 

incongruente e inexhaustiva, porque, conforme a las 

constancias del juicio, solo eran jurídicamente posibles dos 

soluciones: decretar el sobreseimiento por haberse dejado 

sin efectos la resolución impugnada, o declarar la nulidad 

lisa y llana atendiendo al principio de mayor beneficio. Al no 
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hacerlo así, estima que la responsable dictó una sentencia 

que afectó indebidamente su esfera jurídica.

• Finalmente, solicita que se le conceda el amparo 

y protección de la Justicia Federal, para el efecto de que la 

autoridad responsable deje insubsistente la sentencia 

reclamada y dicte una nueva resolución en la que declare la 

nulidad lisa y llana del acto impugnado; ello, porque a su 

juicio, la sentencia combatida no tomó en cuenta que las 

multas y el requerimiento de pago y embargo habían sido 

dejados sin efectos por la autoridad demandada, ni resolvió 

conforme a los principios de justicia completa, congruencia, 

exhaustividad, mayor beneficio y debido proceso.

Bajo esta lógica, resulta necesario establecer las 

consideraciones que el magistrado instructor expuso en el 

considerando tercero, en específico, lo relativo al inciso 

B), reflejado en el resolutivo primero de la mencionada 

sentencia, materia de la demanda de amparo promovida 

por la persona quejosa.

Al respeto, el magistrado instructor refirió que si bien 

la autoridad demandada sostuvo que debía sobreseerse 

en el juicio por haberse dejado sin efectos las resoluciones 

impugnadas; sin embargo, razonó que el sobreseimiento 

solo procede cuando la revocación satisface la pretensión 

del actor.

Sostuvo que en el caso, la actora manifestó en su 

ampliación que su pretensión era la nulidad lisa y llana, 

no el simple sobreseimiento por revocación 
administrativa. Por ello, determinó que la causa de 
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improcedencia invocada por la autoridad demandada no se 

actualizaba y que debía continuarse con el estudio de 

fondo.

En razón de ello, precisó que en cuanto a los créditos 

fiscales ******* ******* ****** * ******, la autoridad sí 

exhibió las resoluciones y sus constancias de notificación.

Agregó que, si bien la actora alegó que dichas 

notificaciones eran ilegibles y carecían de elementos como 

la circunstanciación del domicilio, datos del tercero receptor 

o la hora de la diligencia; lo cierto es que, estimó dichos 

agravios como inoperantes, porque de las actas se 

desprendía que las notificaciones se realizaron 

directamente con la propia actora, lo que les otorgaba plena 

validez.

Razón por la cual, verificó que las notificaciones 

válidas se practicaron el dieciséis de noviembre de dos 
mil veintiuno y veintidós marzo de dos mil veintidós; y, 

al computar el plazo de 30 días previsto en la legislación 

vigente al momento de la emisión de los actos impugnados, 

concluyó que la demanda presentada el siete de mayo de 
dos mil veinticuatro, estaba fuera de tiempo. 

Por ello, sostuvo que, se actualizó la causa de 

improcedencia y decretó el sobreseimiento, en términos 

de los artículos 8, fracción IV y 9, fracción II, de la Ley 

Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo y en 

consecuencia, sobreseyó en el juicio por lo que hace a los 

créditos fiscales  ******* ******* ****** * ******, cuya 
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notificación fue válida y la demanda se presentó 

extemporáneamente.

Conclusión por la cual, estimó innecesario entrar al 

estudio de fondo de los argumentos de ilegalidad, porque al 

acreditarse causales de improcedencia y sobreseimiento, 

éstas tienen carácter preferente.

En este contexto, la litis en el presente asunto se 

constriñe a determinar si la sentencia reclamada vulnera 

los principios de congruencia, exhaustividad, debido 

proceso y mayor beneficio, al resolver lo relativo al 

sobreseimiento planteado con motivo de que la autoridad 

demandada manifestó haber dejado sin efectos las 

resoluciones impugnadas.

En particular, corresponde analizar si el magistrado 

instructor responsable atendió correctamente la cuestión 

relativa a la presunta cesación de efectos de las multas 

números ******* ******* ****** * ******, controvertidas 

y del requerimiento de pago y embargo RPEMF-
********* que de ellas derivó, o si, como lo sostiene la 

parte quejosa, omitió valorar las constancias y argumentos 

relacionados con dicha circunstancia, lo que habría incidido 

en la decisión de no sobreseer –por cesación- el juicio o de 

no declarar la nulidad lisa y llana de los actos combatidos.

Por tanto, el estudio constitucional no se dirige a 

revisar nuevamente la legalidad intrínseca de las multas ni 

de sus notificaciones como cuestión autónoma, sino a 

verificar si la responsable resolvió de manera congruente y 
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exhaustiva la problemática procesal vinculada con la 

supuesta revocación de los actos impugnados, así como si 

justificó adecuadamente la determinación adoptada frente a 

la pretensión de la parte actora.

Bajo este contexto, este tribunal colegiado estima que 

los conceptos de violación son esencialmente fundados, 

en la medida en que la parte quejosa sostiene, 

esencialmente, que la sentencia reclamada resulta 

incongruente e inexhaustiva, al haberse pronunciado sobre 

la temporalidad de la demanda y decretado el 

sobreseimiento por consentimiento de los actos, sin atender 

previamente que durante el juicio de nulidad se hizo valer 

que la autoridad demandada había dejado sin efectos las 

multas impugnadas, lo cual, de acreditarse, podía actualizar 

una diversa causa de sobreseimiento por cesación de 

efectos o por haber quedado sin materia el juicio. 

En efecto, de la demanda de amparo se advierte que 

la parte quejosa atribuye al magistrado instructor la 

omisión de analizar, de manera preferente, que la 

autoridad demandada manifestó haber dejado sin efectos 

las multas identificadas con los números  ******* ******* 

******* *******   ****** * ****** , así como el 

requerimiento de pago y embargo RPEMF-********* 
que de ellas derivó; esto es, que debió examinar si tal 

circunstancia actualizaba el sobreseimiento por cesación de 

efectos o pérdida de materia, antes de pronunciarse sobre 

la oportunidad de la demanda o el consentimiento de los 

actos. 
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Asiste razón a la parte quejosa, a partir de las 

consideraciones siguientes:

En principio, debe acotarse que las causas de 

improcedencia y sobreseimiento en el juicio contencioso 

administrativo constituyen cuestiones de orden público y de 

estudio preferente, así lo prevén los artículos 8 y 9 de la 

Ley Federal de Procedimiento Contencioso y 

Administrativo, que a la letra establecen:

“ARTÍCULO 8o.- Es improcedente el juicio ante el Tribunal en 
los casos, por las causales y contra los actos siguientes:

I. Que no afecten los intereses jurídicos de la persona 
demandante, salvo en los casos de legitimación expresamente 
reconocida por las leyes que rigen al acto impugnado.

Fracción reformada DOF 28-01-2011, 09-06-2026

II. Que no le competa conocer a dicho Tribunal.

III. Que hayan sido materia de sentencia pronunciada por el 
Tribunal, siempre que hubiera identidad de partes y se trate 
del mismo acto impugnado, aunque las violaciones alegadas 
sean diversas.

IV. Cuando hubiere consentimiento, entendiéndose que hay 
consentimiento si no se promovió algún medio de defensa en 
los términos de las leyes respectivas o juicio ante el Tribunal, 
en los plazos que señala esta Ley.

Se entiende que no hubo consentimiento cuando una 
resolución administrativa o parte de ella no impugnada, 
cuando derive o sea consecuencia de aquella otra que haya 
sido expresamente impugnada.

V. Que sean materia de un recurso o juicio que se encuentre 
pendiente de resolución ante una autoridad administrativa o 
ante el propio Tribunal.

VI. Que puedan impugnarse por medio de algún recurso o 
medio de defensa, con excepción de aquéllos cuya 
interposición sea optativa.

VII. Conexos a otro que haya sido impugnado por medio de 
algún recurso o medio de defensa diferente, cuando la ley 
disponga que debe agotarse la misma vía.
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Para los efectos de esta fracción, se entiende que hay 
conexidad siempre que concurran las causas de acumulación 
previstas en el artículo 31 de esta Ley.

VIII. Que hayan sido impugnados en un procedimiento judicial.

IX. Contra reglamentos.

X. Cuando no se hagan valer conceptos de impugnación.

XI. Cuando de las constancias de autos apareciere claramente 
que no existe la resolución o acto impugnados.

XII. Que puedan impugnarse en los términos del artículo 97 de 
la Ley de Comercio Exterior, cuando no haya transcurrido el 
plazo para el ejercicio de la opción o cuando la opción ya haya 
sido ejercida.

XIII. Dictados por la autoridad administrativa para dar 
cumplimiento a la decisión que emane de los mecanismos 
alternativos de solución de controversias a que se refiere el 
artículo 97 de la Ley de Comercio Exterior.

XIV. Que hayan sido dictados por la autoridad administrativa 
en un procedimiento de resolución de controversias previsto 
en un tratado para evitar la doble tributación, si dicho 
procedimiento se inició con posterioridad a la resolución que 
recaiga a un recurso de revocación o después de la conclusión 
de un juicio ante el Tribunal.

XV. Que sean resoluciones dictadas por autoridades 
extranjeras que determinen impuestos y sus accesorios cuyo 
cobro y recaudación hayan sido solicitados a las autoridades 
fiscales mexicanas, de conformidad con lo dispuesto en los 
tratados internacionales sobre asistencia mutua en el cobro de 
los que México sea parte.

No es improcedente el juicio cuando se impugnen por vicios 
propios, los mencionados actos de cobro y recaudación.

XVI. Cuando la demanda se hubiere interpuesto por la misma 
parte y en contra del mismo acto impugnado, por dos o más 
ocasiones.

Fracción adicionada DOF 13-06-2016
XVII. En los demás casos en que la improcedencia resulte de 
alguna disposición de esta Ley o de una ley fiscal o 
administrativa.

Fracción recorrida DOF 13-06-2016
La procedencia del juicio será examinada aun de oficio.

ARTÍCULO 9o.- Procede el sobreseimiento:
I. Por desistimiento de la persona demandante.

Fracción reformada DOF 09-06-2026
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II. Cuando durante el juicio aparezca o sobrevenga alguna de 
las causas de improcedencia a que se refiere el artículo 
anterior.

III. En el caso de que la persona demandante muera durante el 
juicio si su pretensión es intransmisible o, si su muerte, deja 
sin materia el proceso.

Fracción reformada DOF 09-06-2026
IV. Si la autoridad demandada deja sin efecto la resolución o 
acto impugnados, siempre y cuando se satisfaga la pretensión 
de la persona demandante.

Fracción reformada DOF 09-06-2026
V. Si el juicio queda sin materia.

VI. En los demás casos en que por disposición legal haya 
impedimento para emitir resolución en cuanto al fondo.

El sobreseimiento del juicio podrá ser total o parcial.”

Si bien de la interpretación sistemática de los artículos 

transcritos se advierte que las causas de improcedencia y 

sobreseimiento constituyen cuestiones de orden público y 

de estudio preferente.

Lo cierto es que la prelación en el análisis de las 

causales no deriva exclusivamente de su ubicación 

normativa, sino del efecto procesal que cada una produce. 

Así, las causales vinculadas con la existencia o 

subsistencia del acto impugnado deben examinarse antes 

que aquellas que presuponen su vigencia, como ocurre con 

la temporalidad de la demanda o el consentimiento del 

acto, ya que estas últimas solo pueden analizarse 

válidamente si previamente se constata que el acto 

subsiste y continúa produciendo efectos jurídicos.

 Por ello, si de las constancias de autos aparece 

claramente que no existe la resolución o acto impugnado, o 

bien, que éste dejó de producir efectos jurídicos durante la 

sustanciación del juicio, el juzgador se encuentra impedido 
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para analizar los planteamientos dirigidos a controvertir su 

legalidad; bajo la lógica de que no puede examinarse la 

validez, oportunidad de impugnación o consentimiento de 

un acto cuya existencia o eficacia jurídica no subsiste, al 

faltar el presupuesto indispensable para emprender ese 

estudio.

De ahí que, debe examinarse primero si se actualiza 

la causa de sobreseimiento prevista en el artículo 9, 
fracción IV, o si el juicio quedó sin materia conforme a la 

fracción V del mismo precepto, antes de analizar causales 

que presuponen la subsistencia del acto, como la relativa al 

consentimiento previsto en el artículo 8, fracción IV.

Sobre el tópico de mérito, se comparte el criterio 

contenido en la jurisprudencia I.4o.A. J/100 del Cuarto 

Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer 

Circuito, publicado en el Semanario Judicial de la 

Federación y su Gaceta. Tomo XXXIV, Julio de 2011, 

página 1810, Registro digital: 161614, Novena Época, 

Materias(s): Administrativa, del texto siguiente:
“IMPROCEDENCIA DEL JUICIO CONTENCIOSO 
ADMINISTRATIVO. SU EXAMEN OFICIOSO POR EL 
TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y 
ADMINISTRATIVA NO IMPLICA QUE ÉSTE DEBA 
VERIFICAR LA ACTUALIZACIÓN DE CADA UNA DE LAS 
CAUSALES RELATIVAS SI NO LAS ADVIRTIÓ Y LAS 
PARTES NO LAS INVOCARON. Conforme al artículo 202, 
último párrafo, del Código Fiscal de la Federación, vigente 
hasta el 31 de diciembre de 2005, las causales de 
improcedencia deben analizarse aun de oficio, lo que debe 
entenderse en el sentido que se estudiarán tanto las que 
hagan valer las partes como las que advierta el tribunal que 
conozca del asunto durante el juicio, lo que traerá como 
consecuencia el sobreseimiento, de conformidad con el 
artículo 203, fracción II, del mismo ordenamiento y vigencia, 
ambas porciones normativas de contenido idéntico al texto 
vigente de los artículos 8o., último párrafo y 9o., fracción II, 
respectivamente, de la Ley Federal de Procedimiento 
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Contencioso Administrativo. Por tanto, la improcedencia del 
juicio contencioso administrativo pueden hacerla valer las 
partes, en cualquier tiempo, hasta antes del dictado de la 
sentencia, por ser una cuestión de orden público, cuyo 
estudio es preferente; pero este derecho de las partes es 
también una carga procesal si es que se pretende vincular 
al tribunal del conocimiento a examinar determinada 
deficiencia o circunstancia que pueda actualizar el 
sobreseimiento. En ese contexto, las causales de 
improcedencia que se invoquen y las que advierta el tribunal 
deben estudiarse, pero sin llegar al extremo de imponerle la 
carga de verificar, en cada asunto, si se actualiza o no alguna 
de las previstas en el artículo 202 del código en mención, en 
virtud de que no existe disposición alguna que, en forma 
precisa, lo ordene. Así las cosas, si existe una causal de 
improcedencia que las partes pretendan se declare, deben 
asumir la carga procesal de invocarla para vincular al 
tribunal y, sólo entonces, tendrán el derecho de exigir el 
pronunciamiento respectivo.”

En dicho criterio se sostuvo que las causales de 

improcedencia pueden ser hechas valer por las partes en 

cualquier tiempo, hasta antes del dictado de la sentencia, al 

tratarse de cuestiones de orden público y de estudio 

preferente, y que, una vez invocadas, vinculan al tribunal 
a emitir el pronunciamiento correspondiente.

En el mismo sentido, se comparte, en lo conducente, 

la tesis III.6o.A.30 A (10a.) del Sexto Tribunal Colegiado en 

Materia Administrativa del Tercer Circuito, publicada en la 

Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 78, 

Septiembre de 2020, Tomo II, página 982, Registro digital: 

2022131, Décima Época, Materias(s): Administrativa, del 

rubro: “SOBRESEIMIENTO EN EL JUICIO CONTENCIOSO 

ADMINISTRATIVO FEDERAL. SU NATURALEZA JURÍDICA. 

Criterio donde se precisa que el sobreseimiento en el juicio 

de nulidad se configura cuando existe un impedimento legal 

para analizar el fondo del asunto; que la improcedencia 

constituye la causa y el sobreseimiento la consecuencia; y 
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que, por esa razón, su estudio es preferente a cualquier 

otra cuestión, incluso de oficio, ya que no puede 

procederse al análisis de aspectos sustanciales sin estar 

previamente justificada la procedencia del juicio. 

Bajo esas premisas, si durante la sustanciación del 
juicio de nulidad se planteó que la autoridad demandada 

había dejado sin efectos los créditos fiscales materia 
de impugnación, el magistrado instructor responsable 

estaba obligado a analizar, en primer orden, si esa 

circunstancia actualizaba la causa de sobreseimiento 

correspondiente, antes de abordar cuestiones relativas a la 

temporalidad de la demanda, consentimiento de los actos o 

legalidad de las constancias de notificación.

Lo anterior obedece a que la cesación de efectos de 

los actos impugnados incide directamente en la 
subsistencia de la materia del juicio. Por tanto, si los 

actos administrativos controvertidos dejaron de producir 

consecuencias jurídicas, el examen de su oportunidad, 

consentimiento o notificación podía resultar jurídicamente 

innecesario, al depender de la existencia y eficacia actual 

de los propios actos.

Incluso, el propio magistrado instructor siguió esa 

lógica al analizar los créditos relativos a las multas ****** 

* ******, respecto de los cuales declaró la nulidad al 

estimar que la autoridad demandada “…no acreditó la 

existencia de tales actos, cuya nulidad se demanda…”.

Esa determinación evidencia que, para la propia 

responsable, la existencia del acto impugnado constituía un 
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presupuesto indispensable antes de abordar cualquier otra 

cuestión procesal o sustantiva. En consecuencia, respecto 

de los demás créditos fiscales, debía aplicar el mismo 

criterio metodológico y analizar previamente si éstos 

subsistían jurídicamente o si habían dejado de producir 

efectos con motivo de la actuación atribuida a la autoridad 

demandada.

Resulta orientadora la jurisprudencia 2a./J. 13/2022 
(11a.) de la extinta Segunda Sala de la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación, publicada en la Gaceta del 

Semanario Judicial de la Federación. Libro 12, Abril de 

2022, Tomo II, página 1630, Registro digital: 2024448, 

Undécima Época, Materias(s): Común, del rubro de la 

Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación, de rubro: “INEXISTENCIA DEL ACTO RECLAMADO. LA 

CAUSA DE SOBRESEIMIENTO PREVISTA EN LA FRACCIÓN IV 
DEL ARTÍCULO 63 DE LA LEY DE AMPARO, ES DE ESTUDIO 
PREFERENTE SOBRE LA CAUSAL DE IMPROCEDENCIA 
PREVISTA EN EL DIVERSO 61, FRACCIÓN XXIII, EN RELACIÓN 
CON EL DIVERSO 5o., FRACCIÓN II, DE LA MISMA 

LEGISLACIÓN”, en cuanto reconoce que determinadas 

causales de sobreseimiento deben estudiarse con 
prelación lógica respecto de otras, cuando su examen 
constituye presupuesto para analizar las restantes. 

No para inadvertido que, dicho criterio se emitió en 

materia de amparo, sin embargo, es aplicable por identidad 

de razón jurídica sustancial en el aspecto metodológico, en 

tanto evidencia que el análisis de las causales de 

sobreseimiento no siempre puede realizarse de manera 
indistinta, sino conforme a un orden lógico, 
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especialmente cuando una de ellas se relaciona con la 
existencia, subsistencia o eficacia del acto materia de 
controversia. 

También resulta orientadora la tesis IV.2o.A.201A, del 

Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del 

Cuarto Circuito, publicada en el Semanario Judicial de la 

Federación y su Gaceta. Tomo XXVI, Julio de 2007, página 

2515, Registro digital: 172017, Novena Época, Materias(s): 

Administrativa, de rubro “IMPROCEDENCIA DEL JUICIO 

CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. EL ANÁLISIS DE LAS 
CAUSAS RELATIVAS ES DE ORDEN PÚBLICO Y, POR LO 
TANTO, SI EN EL RECURSO DE REVISIÓN EL JUZGADOR 
ADVIERTE LA ACTUALIZACIÓN DE ALGUNA, CUYO ESTUDIO 
ES PREFERENTE A LAS EXAMINADAS POR EL A QUO O A LAS 
HECHAS VALER POR LAS PARTES, DEBE PRONUNCIARSE DE 
OFICIO AL RESPECTO SIN ESTUDIAR LOS AGRAVIOS 

(LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE NUEVO LEÓN)”, aunque la 

citada tesis corresponde a una legislación local, su 

razonamiento es útil como criterio orientador, ya que parte 

de una premisa procesal compatible con el juicio 

contencioso administrativo federal, en la que se sostuvo 

que las causas de improcedencia del juicio contencioso 

administrativo son presupuestos procesales que deben 

atenderse previamente a la decisión de fondo, y que, 

cuando se advierta una causal preferente, debe 
analizarse antes de abordar agravios o cuestiones que 
no modificarían el sentido de la decisión. 

En el caso, la cuestión relativa a que la autoridad 

demandada dejó sin efectos los créditos fiscales 

controvertidos no podía ser desplazada por el estudio de la 

temporalidad de la demanda, dado que esa causa incidía 
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directamente en la existencia de materia sobre la cual 

resolver. Por ende, si el magistrado instructor estimaba que 

existían elementos relacionados con la revocación, 

cancelación o cesación de efectos de las multas, debió 

pronunciarse primero sobre si tal circunstancia satisfacía la 

pretensión de la actora y actualizaba el sobreseimiento  en 

el juicio.

No pasa inadvertido que en la sentencia reclamada, el 

magistrado instructor responsable precisó:
“Sin que obste a la determinación anterior el hecho de que la 
autoridad al momento de contestar la demanda sostuviera que 
debía sobreseerse en el presente juicio, al actualizarse la 
causal prevista en el artículo 9, fracción IV, de la Ley Federal 
de Procedimiento Contencioso Administrativo, en virtud de que 
a través del oficio *********************, emitido el 31 de 
mayo de 2024, por el Director Jurídico del Servicio de 
Administración Tributaria del Estado de Sinaloa, dejó sin 
efectos las resoluciones contenidas en los folios  ****** * 
******, toda vez que al ampliar la demanda la actora expuso 
su inconformidad de sobreseer el juicio por revocación 
administrativa, señalando que debe declararse la nulidad lisa y 
llana de la resolución impugnada. 

En efecto, pues los artículos 8, fracción I y 9, fracciones II y IV 
de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso 
Administrativo, establecen lo siguiente: 
[…]

De la transcripción que antecede, esencialmente se advierte 
que procede el sobreseimiento del juicio de nulidad cuando la 
autoridad demandada deje sin efectos la resolución combatida, 
si no se afectan los intereses jurídicos del demandante y con 
ello se satisfaga su pretensión. 

Ahora bien, si en el caso concreto, la autoridad demandada al 
contestar la demanda afirmó que los créditos fiscales 
combatidos  ****** * ****** fueron dejados sin efectos, 
exhibiendo para sostener su dicho el oficio  ************
*********, emitido el 31 de mayo de 2024, por el Director 
Jurídico del Servicio de Administración Tributaria del Estado 
de Sinaloa, el cual se valora en términos de los artículos 46, 
fracción I de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso 
Administrativo, en relación con los diversos 129 y 202 del 
Código Federal de Procedimientos Civiles de aplicación 
supletoria a la materia.
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Lo anterior, fue hecho del conocimiento a la parte actora quien 
a su vez al formular su ampliación de demanda expuso su 
inconformidad de sobreseer el juicio por revocación 
administrativa, señalando que debe declararse la nulidad lisa y 
llana de la resolución impugnada. 

En ese sentido, lo sustentado por la autoridad en modo alguno 
implica que la pretensión de la parte actora puede estimarse 
colmada con la revocación de los créditos fiscales 
impugnados; toda vez que, dicha pretensión es que se declare 
la nulidad lisa y llana de esos actos. 

En las relatadas circunstancias, no se actualiza la causal de 
improcedencia y sobreseimiento prevista en los artículos 8, 
fracción I y 9, fracciones II y IV de la Ley Federal de 
Procedimiento Contencioso Administrativo, toda vez que, la 
pretensión de la parte actora no se satisfizo, tal como la 
demandante lo manifestó al ampliar la demanda respecto a la 
causal que se resuelve, por lo que no procede el 
sobreseimiento.  Sirve de apoyo, la tesis de jurisprudencia 
2a./J. 156/2008, sostenida por la Segunda Sala de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación, publicada en el Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXVIII, 
noviembre de 2008, Novena Época, página 226, cuyo rubro y 
texto son: “CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. LA CAUSA 
DE SOBRESEIMIENTO PREVISTA EN EL ARTÍCULO 9o., 
FRACCIÓN IV, DE LA LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO 
RELATIVO, SE ACTUALIZA CUANDO LA REVOCACIÓN 
DEL ACTO IMPUGNADO SATISFACE LA PRETENSIÓN 
DEL DEMANDANTE.
En mérito de lo expuesto, al resultar infundada la causal de 
improcedencia y sobreseimiento planteada por la 
autoridad demandada, se procede al estudio de los 
conceptos de impugnación hechos valer por la enjuiciante en 
el presente asunto.”

Sin embargo, dicha conclusión se torna imprecisa, 

toda vez que, si bien en dicho criterio se establece que 

cuando la autoridad demandada revoca o deja sin efectos 

el acto impugnado durante la tramitación del juicio de 

nulidad y antes del cierre de instrucción, el órgano 
jurisdiccional debe verificar, previo al sobreseimiento, 
si dicha revocación satisface la pretensión de la parte 
demandante; lo cierto es, que también precisa que la 

actualización de la causa prevista en el artículo 9º, fracción 

IV, de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso 

Administrativo no opera de manera automática con la 
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sola manifestación de la autoridad demandada en el 

sentido de que dejó sin efectos el acto impugnado; por 
ende, tampoco puede descartarse de manera automática 

por el solo hecho de que la parte actora hubiera solicitado 

en su demanda, ampliación o alegatos, la nulidad lisa y 

llana de la resolución controvertida. 

Lo relevante del criterio invocado, es que el tribunal 

contencioso-administrativo examine si la extinción del acto 

atiende a lo efectivamente pedido por la parte actora, 

conforme a la naturaleza del acto impugnado y a los 

efectos materiales que pretendía obtener con el juicio; pero 

no autoriza al juzgador a rechazar la causa de 

sobreseimiento por revocación con base únicamente en 

que la actora manifestó su inconformidad con el 

sobreseimiento y solicitó la nulidad lisa y llana. Por el 

contrario, le impone la carga de analizar si la revocación 

administrativa realmente satisfizo o no la pretensión de la 

parte demandante, entendida ésta no de manera formalista, 

sino vinculada con la naturaleza del acto impugnado y con 

el efecto jurídico perseguido mediante el juicio.

En el caso, el magistrado instructor consideró que no 

se actualizaba la causa de improcedencia y sobreseimiento 

prevista en los artículos 8º, fracción I, y 9º, fracciones II y 

IV, de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso 

Administrativo, porque la actora, al ampliar la demanda, 

expresó su inconformidad con el sobreseimiento por 

revocación administrativa y solicitó que se declarara la 

nulidad lisa y llana de la resolución impugnada. A partir de 

esa premisa, concluyó que la pretensión de la demandante 
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no se encontraba satisfecha con la revocación de los 

créditos fiscales.

Sin embargo, tal consideración no resulta definitoria 
a la luz de la invocada jurisprudencia 2a./J. 156/2008, ya 

que la responsable no debió limitarse a constatar que la 

actora pidió nulidad lisa y llana, sino analizar si la 

actuación de la autoridad demandada —consistente en 

dejar sin efectos los créditos fiscales controvertidos— 
satisfacía o no, material y jurídicamente, la finalidad 
perseguida por la demandante, consistente en que los 

créditos fiscales y el requerimiento de pago y embargo 

dejaran de producir consecuencias en su esfera jurídica.

Ello adquiere mayor relevancia si se atiende a que la 

parte actora, en sus alegatos, no se limitó a oponerse al 
sobreseimiento; sino que, sostuvo que la autoridad 

demandada manifestó haber dejado sin efectos las 

resoluciones determinantes con números de folio  ******* 

******* ******* ******* ****** * ******, así como los 

requerimientos en que se sustentaron; pero señaló que 

aquélla había sido omisa en exhibir el oficio respectivo, por 

lo que solicitó que, de obrar en autos, se le corriera 

traslado, o bien, que se requiriera a la autoridad para que lo 

aportara y fuera de su conocimiento. Además, pidió que, en 

caso de no obrar dicho oficio, se repusiera el procedimiento 

para que la autoridad lo exhibiera y se le diera la vista 

correspondiente. 

Así, el planteamiento de la parte actora no podía 
entenderse únicamente como una oposición lisa y llana 
al sobreseimiento por revocación administrativa, sino 
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como una inconformidad frente a la forma en que la 

autoridad pretendía acreditar la cesación de efectos, así 

como una solicitud para que se verificara si el oficio de 

revocación existía, si obraba en autos, si debía corrérsele 

traslado y si con ello podía satisfacerse su pretensión.

Desde esa perspectiva, el magistrado instructor debió 

analizar, de manera previa y preferente, si la autoridad 

demandada efectivamente dejó sin efectos los créditos 

fiscales impugnados y si esa actuación satisfacía la 

pretensión de la actora conforme a la naturaleza de los 

actos controvertidos. Solo después de realizar ese examen, 

podía concluir si procedía o no el sobreseimiento previsto 

en el artículo 9º, fracción IV, de la Ley Federal de 

Procedimiento Contencioso Administrativo.

En ese contexto, la incongruencia en la sentencia 

reclamada no radica en que la responsable hubiera 

invocado la jurisprudencia citada, sino en que la aplicó de 

manera incompleta, al concluir que no se satisfacía la 

pretensión de la actora a partir de la sola manifestación de 

que ésta pidió nulidad lisa y llana, sin examinar 
integralmente si la revocación o cesación de efectos de los 

créditos fiscales producía o no un resultado equivalente al 

pretendido, ni atender los argumentos formulados en 

alegatos sobre la necesidad de requerir o dar vista con el 

oficio respectivo.

Además, al declarar infundada la causa de 

sobreseimiento por revocación administrativa y proceder al 

estudio de la temporalidad de la demanda, la responsable 
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alteró el orden lógico de análisis; toda vez que, se insiste, 

la cesación de efectos de los actos impugnados incide 

directamente en la subsistencia de la materia del juicio; por 

ello, debió ser examinada antes que la diversa causal 

relativa al consentimiento o extemporaneidad, ya que esta 

última presupone que los actos impugnados subsisten y 

continúan produciendo efectos jurídicos.

Así, una vez que la autoridad demandada afirmó 

haber dejado sin efectos los créditos fiscales 

controvertidos, correspondía al magistrado instructor 

responsable verificar previamente si tal circunstancia se 

encontraba acreditada en autos y si la revocación o 

cesación de efectos satisfacía la pretensión de la parte 

actora, no desde una perspectiva meramente formal, 
sino atendiendo a la naturaleza de los actos 
impugnados y al beneficio jurídico efectivamente 
perseguido; y solo si concluía que no se actualizaba dicha 

causal, o que la cesación de efectos no colmaba de manera 

real y jurídicamente razonable la pretensión de la 

demandante, podía emprender el análisis de la diversa 

causa de sobreseimiento relativa a la temporalidad de la 

demanda o al consentimiento de los actos.

Así, la sentencia reclamada resulta contraria a los 

principios de congruencia y exhaustividad, porque la 

responsable no atendió, en primer término, la cuestión 

central planteada en torno a la cesación de efectos de los 

créditos fiscales; sino que, abordó la temporalidad de la 

demanda y concluyó que los actos se encontraban 

consentidos, sin definir previamente si subsistían 
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jurídicamente tales actos administrativos materia de 

impugnación.

Por otra parte, no pasa inadvertido que la parte 

quejosa invoca el principio non reformatio in peius, bajo el 

argumento de que la sentencia reclamada desconoció el 

beneficio que, en su concepto, obtuvo con motivo de la 

revocación de las multas.

 Sobre el indicado punto, ilustra la jurisprudencia 
2a./J. 76/2004 de la extinta Segunda Sala de la Suprema 

Corte de Justicia de la Nación, publicada en el Semanario 

Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XIX, Junio de 

2004, página 262, Registro digital: 181325, Novena Época, 

Materias(s): Común, del rubro: “IMPROCEDENCIA DEL 

JUICIO DE AMPARO. SU EXAMEN EN LA REVISIÓN ES 
OFICIOSO, CON INDEPENDENCIA DE QUE EL RECURRENTE 
SEA EL QUEJOSO QUE YA OBTUVO RESOLUCIÓN 

FAVORABLE”, en cuanto sostiene que el estudio de 

causales de improcedencia es preferente al fondo y no 

contraviene el principio de no reforma en perjuicio, dado 

que éste opera una vez superadas las cuestiones de 

procedencia; por lo que, aplicado al caso, permite concluir 

que el magistrado instructor responsable sí podía examinar 

las causas de sobreseimiento que estimara actualizadas; 

sin embargo, debía hacerlo respetando el orden lógico 

que imponía la naturaleza de las causales planteadas. Esto 

es, antes de pronunciarse sobre el consentimiento de los 

actos por temporalidad de la demanda, debía resolver si los 

actos impugnados habían cesado en sus efectos –que 

conlleva implícitamente su inexistencia- por haber sido 

dejados sin efectos por la autoridad demandada.
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En consecuencia, al resultar esencialmente fundados 

los conceptos de violación, lo procedente es conceder el 

amparo y la protección de la Justicia Federal.

SÉPTIMO. Efectos de la concesión. El amparo y la 

protección de la Justicia Federal se concede para el efecto 

de que la autoridad responsable realice lo siguiente:

1. Deje insubsistente la sentencia reclamada dictada 

el treinta de agosto de dos mil veinticuatro.

2. Emita una nueva en la que:

a) Prescinda inicialmente del estudio relativo a la 
temporalidad de la demanda o consentimiento de los 
actos, al tratarse de una cuestión que presupone la 

subsistencia jurídica de las resoluciones impugnadas.

b) Con libertad de jurisdicción, pero atendiendo a 

los lineamientos de esta ejecutoria, se pronuncie de 

manera fundada, motivada, congruente y exhaustiva sobre 

si se actualiza o no la cesación de efectos de los créditos 

fiscales impugnados, con motivo de que la autoridad 

demandada manifestó haberlos dejado sin efectos.

3. Solo en caso de estimar que no se actualiza la 
cesación de efectos, o que dicha circunstancia no 

satisface la pretensión de la parte actora, podrá abordar, en 

su caso, las diversas causas de sobreseimiento hechas 

valer, exponiendo las razones jurídicas que sustenten esa 

determinación.

Por lo expuesto y fundado se resuelve:
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ÚNICO. La Justicia de la Unión ampara y protege a 

***** ** *** ******* ****** *******, contra la sentencia 

reclamada, para los efectos precisados en el considerando 

séptimo de esta ejecutoria.

Notifíquese; con testimonio autorizado de esta 

ejecutoria vuelvan los autos a su lugar de origen; háganse 

las anotaciones correspondientes en el libro de control 

electrónico; y, en su oportunidad, archívese este 

expediente.

Así, por unanimidad de votos, lo resolvieron la 

Magistrada Presidenta Sara Singh Urías y, los Magistrados 

Mario Galindo Arizmendi y Miguel Ángel Betancourt 
Vázquez; que integran el Pleno del Primer Tribunal 

Colegiado en Materia Administrativa del Décimo Segundo 

Circuito, siendo ponente el último de los nombrados, 

firmando electrónicamente en unión de la secretaria 

proyectista de tribunal de circuito licenciada Karla Aide 
Noriega Echagaray, que da fe. La presente resolución se 

terminó de engrosar el día veinticinco de septiembre de 
dos mil veintiséis, en cumplimiento a lo dispuesto por los 

artículos 186 y 188 de la Ley de Amparo.

Esta hoja finaliza el texto de las consideraciones de la ejecutoria del amparo directo 
25/2025, se anexan firman electrónicas.

18465, 18466 y 18467
veinticinco de septiembre de dos mil veintiséis
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